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Alcaldía Municipal de San Miguel, Unidad de Acceso a la Información Pública/OIR: En la ciudad de San Miguel, a las ocho horas y quince minutos del día veintisiete de septiembre del año dos mil veintidós. 

Con vista a solicitud de información ingresada por medio del correo electrónico de esta unidad oir@sanmiguel.gob.sv , a la cual se le asigno el ALC SM-2022-055 D, para efectos de identificación, seguimiento y control; Recibida el día 09 de septiembre del presente año, en la cual requiere:
**Actas de Concejo de la municipalidad de San Miguel del periodo de 30 de agosto al 08 de septiembre del año 2022.
La información se solicita en digital.

Considerando:
- Fue admitida la solicitud de información por cumplir los requisitos para su admisión en al artículo 66 de la Ley de Acceso a la Información Pública, se gestionó y realizó el requerimiento a la unidad administrativa correspondiente de la municipalidad ( Secretaria municipal) encargada de generar o administrar la información solicitada por el ciudadano peticionario, en base a lo pregonado en los artículos 69 y 70 de la LAIP.
- Se recibió memorándum de respuesta de parte de secretaria Municipal en el plazo legal establecido para ello, con la respuesta pertinente, donde manifiestan que se entrega en versión publica lo solicitado, esto en razón de que dichas Actas contienen datos personales que es obligación de los entes obligados protegerlos, conforme a los artículos 6 literales a y b,24 lit. a,27 de la Ley de Acceso a la Información Pública. Y solo pueden acceder a ello los titulares o sus representantes debidamente acreditados ante la Unidad de Acceso a la Información Publica y esta remitir el requerimiento conforme a dicha acreditación a la unidad productora de la información.
-Se remite de secretaria municipal las Actas solicitadas en digital de acuerdo a lo solicitado, pero en versión publica, tal y como se establece en el articulo 30 de la Ley de Acceso a la Información Pública, se omiten datos personales o sensibles relativos a la intimidad personal, como nombres de las partes particulares intervinientes en procesos de cualquier naturaleza, de empleados municipales, direcciones particulares, referencias de procesos judiciales u otros análogos.
Fundamentos de Derecho de la Resolución:

I) En relación con lo anterior, cabe denotar que el acceso a la información pública tiene una condición indiscutible de derecho fundamental, pero a pesar de ello, no está reconocido expresamente en la Constitución (Cn); sin embargo, tiene reconocimiento constitucionalmente implícito surgido del derecho a la libertad de expresión regulado en el artículo 6 de la Cn; El Derecho de Acceso a la Información Pública (DAIP) comprende la facultad de buscar, recibir y difundir datos, ideas o informaciones de toda índole, pública o privada, que tengan interés público. Este derecho a saber se enmarca en el ámbito de las libertades individuales, aunque también tiene un carácter colectivo que adquiere relevancia para el fortalecimiento del estado democrático de derecho, porque su ejercicio garantiza la transparencia y permite a las personas acceder libremente a las informaciones en poder de las diversas instituciones del Estado, como un mecanismo de control social a la gestión pública. 
En esa línea de ideas, el Art. 6 letra “c” de la Ley de Acceso a la Información Publica (LAIP) establece que es información pública aquella en poder de los entes obligados contenida en documentos, archivos, datos, bases de datos, comunicaciones y todo tipo de registros que documenten el ejercicio de sus facultades o actividades, que consten en cualquier medio, ya sea impreso, óptico o electrónico, independientemente de su fuente, fecha de elaboración, y que no sea confidencial. En ese sentido, la LAIP contempla un proceso expedito para que las personas puedan tener acceso a esa información en poder de los diferentes Entes Obligados.
No obstante, el DAIP no es un derecho absoluto, puesto que está sujeto a ciertas limitantes que condicionan su pleno ejercicio, aunque, tales restricciones no pueden ser arbitrarias, sino que deben estar previamente establecidas en la ley. En ese sentido, de conformidad con lo previsto por la LAIP, se advierte que una limitante del DAIP lo constituye la información confidencial, ya que existen objetivos estatales legítimos, valores o bienes jurídicos igualmente relevantes que podrían verse perjudicados por la publicación de información. 
En ese orden de ideas se advierte que: a) la información de carácter confidencial no estará sujeta a plazos de vencimientos y tendrá este carácter de manera indefinida, es decir, es información privada que no tiene motivo para ser publicada, salvo consentimiento expreso del titular; b) la información confidencial viene dada por ministerio de ley, es decir, la clasificación de la información bajo esa categoría no se realiza de manera antojadiza o por circunstancias que no se encuentren expresamente detalladas en la Constitución o la Ley; c) la LAIP establece expresamente qué información será confidencial, detallando en su Art. 24 letra a) La referente al derecho a la intimidad personal y familiar, al honor y a la propia imagen, así como archivos médicos cuya divulgación constituiría una invasión a la privacidad de la persona.  c) “los datos personales que requieran el consentimiento de los individuos para su difusión”. Cabe mencionar que este tipo de información -confidencial- tampoco es absoluta y se pondera su difusión ante intereses constitucionalmente relevantes, siempre que el impacto que haya de experimentar esté justificado. En todo caso, debe interpretarse de modo restrictivo.
II) Según Sentencia de la Sala de lo Contenciosos Administrativo con referencia: 1-20-RA-SCA, expresa lo siguiente:

“El funcionario se define por expresar voluntad del Estado, de ahí que sea representativo de este y ostenta poder de decisión frente a los particulares […]. Por su parte, los empleados públicos, carecen de poder de decisión, estos se perfilan como meros ejecutores de instrucciones, por ello, las expresiones que efectúen no forman parte de la voluntad o representación de la Institución Publica donde laboran […]

Sobre la base de tal premisa, la Sala concluyó que la información relativa a los nombres y demás información concerniente a los empleados públicos aun y cuando sus labores de colaboración tienen una incidencia en el ejercicio de la función pública, las mismas siempre se encuentran supeditadas a la decisión final y exclusiva de los funcionarios, por lo que, dicha circunstancia no denota una razón suficiente para vulnerar el derecho a la protección de datos personales de los empleados públicos.

Relacionado a dicha resolución de la honorable Sala, el Instituto de Acceso a la Información Publica en la Resolución NUE 129-A-2020, estableció:

“[…] Los nombres de los servidores públicos son datos personales y por ende, información confidencial.

Asimismo, se ha establecido que el ente obligado tiene el deber de resguardar los datos personales cuando se trata de nombres, como regla general, de personas que no son servidoras públicas o cuando existan situaciones que se enmarquen en alguna causal del art. 19 o 24 de la LAIP, debiendo fundamentar conforme a los parámetros establecidos en la ley antes referida.
 POR TANTO, de conformidad a los artículos 2, 3, 4, 6 lits a, b, c, f,24 lits a y c ,27,28,30,36 lits a ,50 lits d, g, h, i, 65, 66, 69, 70, 71, 72 de la Ley de Acceso a la Información Pública; artículos 43,56 y 57 del Reglamento de la Ley de Acceso a la Información Pública, el suscrito Oficial de Información RESUELVE:
-Concédase el acceso a la Versión Pública de las Acta de Concejo municipal solicitadas, remitidas por la unidad administrativa correspondiente de esta municipalidad.
-Quedan a salvo los derechos del ciudadano establecidos en la Ley de Acceso a la Información Pública.

-Notifíquese en legal forma a la solicitante por el medio dejado para tal efecto.
Lic. Miguel Zelaya

Oficial de Información
